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                                                      Ley de leyes.

Suelo citar una consigna del mayo francés: “Prohibido prohibir, la libertad comienza con una prohibición”. Es que esta consigna condensa la paradoja fundante que se halla en el centro de la relación entre la libertad y la ley, relación ineludible cuando se piensan cuestiones relativas a los derechos de los niños, tanto desde el punto de vista jurídico y las prácticas judiciales como desde aquello que, en una perspectiva psicoanalítica, se suele llamar constitución subjetiva. 

Que en la base de la libertad hallemos una prohibición implica considerar a la libertad como una construcción social y no como una propiedad ontológica sin sustrato histórico, tanto individual como colectivo.

Y esto cobra especial importancia si se parte de la base, como es mi caso, de que hablar de derechos supone siempre una reflexión más o menos directa sobre la cuestión de la libertad (que incluye el, tan bastardeado hoy, tema de la responsabilidad) Esta cuestión se refleja en dos perspectivas antagónicas desde fines del siglo xix: una que con mucha ligereza pero también contundencia connotativa podríamos llamar “anarquista” o “libertaria” (pero que,  en verdad, alimentó todo el pensamiento socialista –marxista y no marxista - desde sus albores) que se plasmó  en la bella utopía de la desaparición definitiva de toda forma de coerción y explotación estatal o privada: la soñada sociedad de los hombres libres; la otra, llamémosla autoritaria, que alcanza su clímax en las formas más o menos explícitas o larvadas de los fascismos, incluso con facha democrática, del siglo xx y comienzos del xxi, que evocando la casta sentencia “no hay que confundir libertad con libertinaje”, parte de la concepción cristiana del hombre pecador, incluso en las formas ilustradas de un Hobbes. Ambas en las antípodas reflejan una tensión que acompañó el pensamiento filosófico desde los griegos a nuestros días, pasando por la perspectiva cristiana del libre albedrío: cómo hacer de un niño inerme y sometido al cuidado de sus mayores un hombre libre, o sea, autodeterminado, capaz de elegir (aunque fuera bajo la forma de libertad de un pecador consciente); por otro lado, cómo toda educación destinada a hacer de ese niño inerme un hombre libre puede ser entendida como un acto de violencia en tanto acota una supuesta libertad originaria. No es mi intención plantear la discusión ni filosófica ( para lo cual mis conocimientos son insuficientes) ni política del problema sino mostrar, recurriendo a esta suerte de caricatura que implica la forzada oposición “anarquismo” vs. “autoritarismo”, la dimensión de verdad que las caricaturas encierran.

Enunciar “Prohibido prohibir” implica ejercer un acto de violencia, la violencia que yace en  esa prohibición inaugural. Así las cosas, a la ley se la suele pensar como una expresión compleja y elaborada de esa primera prohibición. Allí se suele ubicar al Código de Hamurabi, a la Ley del talión, a los Derechos Romano, Napoleónico o Sajón entendidos como los mecanismos que regulan una sociedad que si no caería en el caos griego o la anomia de un Durkheim. Pero en verdad, esta prohibición primera o primordial no es la que se expresa en cualquiera de los mencionados sistemas de leyes que rigieron y rigen la vida social de acuerdo a los tiempos. Estos sistemas de leyes, en todo caso, definen  correlaciones de fuerzas sociales (materiales e ideológicas) y varían de acuerdo a los caracteres y circunstancias epocales. Son sistemas que enuncian un conjunto de lo que Kant llamó imperativos hipotéticos: si haces tal cosa te ocurrirá tal otra, si infringes tal norma te corresponderá tal pena (desde la lapidación, la guillotina o la cárcel en el plano social hasta la amenaza de pérdida del amor materno, el castigo corporal o el psicológico, en los vínculos de crianza). Por el contrario, cualquiera de estas leyes responde a otra, una suerte de ley de leyes, megaley  que prescribe que hasta el acto de mayor libertad exige un acto de coerción (por lo menos, enunciativa, aunque difícilmente ésta baste). Esta no es una prohibición jurídica, es lógica, responde a las características de la constitución del ser  humano en tanto ser biopsicosocial, o sea, un mamífero peculiar, que carece de los rígidos patrones instintuales de los demás mamíferos para obtener autónomamente su sustento, que los va adquiriendo de un modo siempre limitado y problemático en un período de larga dependencia posuterina con sus criadores y que en, en ese sentido, funda su biología en un espacio social en el que también construye su psiquis. Un ser que ejerce su autonomía en un espacio de constante dependencia relativa. Con biopsicosocial no quiero decir un ser con aspectos biológicos, aspectos psicológicos y aspectos sociales que se suman, sino un ser que termina de forjar su biología y su psiquismo en el lazo social. Desde este punto de vista, el hombre que describo, tal como el psicoanálisis autoriza a pensarlo, no es el “Buen Salvaje” de Rousseau,  ni el hombre antisocial (dominado por una sed de ganancia, seguridad y reputación) de Hobbes, sino un hombre preso de un desvalimiento estructural. Así lo formula Freud desde sus comienzos aunque no con este afán antropológico: "El organismo humano es al comienzo incapaz de llevar adelante la acción específica. Esta sobreviene mediante auxilio ajeno: por la descarga sobre el camino de la alteración interior (por ejemplo el berreo de un niño), un individuo experimentado advierte el estado del niño. Esta vía de descarga cobra así la función secundaria, importante en extremo, del entendimiento (o comunicación) y el inicial desvalimiento del ser humano es la fuente primordial de todos los motivos morales". Freud, en una obra de sus inicios que en su momento desechó pero que fue recuperada por sus continuadores – Proyecto de psicología para neurólogos -, ya comienza a delinear sus ideas acerca de un ser que sostendrá su autonomía en una relación paradójica con el otro. ¿Cómo llamar sino paradójica a una autonomía que se sustenta en algún nivel de alienación? Claro que una alienación diferente a la mortificante que a la que usualmente nos referimos, sino una alienación estructural (la llamo vivificante) con sus semejantes y con los discursos sociales que los atraviesan y modifican, modificándose al mismo tiempo al encarnarse en dichos semejantes.

Esta aparente digresión me resulta esencial en cuanto obliga a pensar los derechos del niño no como los derechos de “un individuo aislado que tiene derechos” sino como inseparablemente unidos a los derechos de quienes cumplen la función de crianza, y en un  plano más medular, con los derechos humanos todos. No hay derechos del niño que no incluyan también los de sus padres en tanto esenciales en la construcción de la autonomía del niño. El derecho de un niño no es el de un individuo sino el de un lazo social muy particular. Y no hay política real por los derechos de la infancia que no sea política dirigida hacia toda la sociedad.

Volviendo a nuestra cuestión inicial digamos que aquello que indicamos como megaley,  como primera prohibición, es posible referirla a lo que Kant llamó imperativo categórico. Es una ley sin explicación. En todo caso, una en la que las explicaciones que sobre ella se den resultarán ulteriores a su implantación. Buscarán, a posteriori del acto, legitimarse en algún plano de discurso.

Freud (y otra vez deberé internarme en cuestiones relacionadas con la constitución subjetiva) la exploró en la constitución humana y la bautizó prohibición o tabú del incesto, tomando el drama de Edipo como modelo de un tipo de relación fundamental en los humanos. La antropología comprobó la presencia de esta ley o tabú en todas las comunidades humanas. Aun cuando su forma no haya resultado, en la mayoría de ellas, la que (tal como Freud al principio la pensó) el drama de Sófocles describe, es indiscutible que cualquier sociedad  siempre está regida por algún sistema de prohibiciones que funda los intercambios de los cuerpos, sistema que se legitima en una red de creencias y mitos muy diversos en cuanto a sus personajes y escenarios pero con estructuras narrativas similares. Freud fue hallando este principio fundador de la civilización en su exploración de los modos individuales de constitución de la mente humana. Sin entrar en matices que hacen a  especificidades de la teoría podríamos decir que la cercó con el concepto de represión primordial, y una psicoanalista francesa, Piera Aulagnier acuñó el concepto “violencia primaria” como central para teorizar una operación a partir de la cual se construye un sistema, con su adentro y su afuera, con su cualificación de lo propio y lo ajeno, y desde allí, también embrionariamente, capaz de hacer frente al desvalimiento de origen. Esta modalidad de pensar la constitución de la mente humana, que otras líneas del psicoanálisis han referido a la instauración del no (primer sistema de prohibición) y así de un sistema de clasificación de prohibiciones y posibilidades que sin especial rigor  podríamos asociar con lo que se suele llamar "derechos y deberes", megaley que instaura las posibilidades mentales de operar, se articula en el participio prohibido del “Prohibido prohibir” de los jóvenes franceses del mayo revolucionario. Es una prohibición estructural que se sostiene en su propio enunciado. Enunciado que es básicamente en acto. Que no se justifica: se impone. 

Las consecuencias sociales e individuales de esta hipótesis son incalculables en tanto permiten pensar la paradójica relación entre el acto de prohibir y el acto de otorgar libertad (nueva paradoja: ¿cómo es una libertad otorgada?, ¿por quién?), entre lo que habitualmente, ahora sí con mayor propiedad, se denominan los derechos y los deberes. En la clínica psicoanalítica con niños, por ejemplo, es la base sobre la que pensar un tema tan en boga hoy en día como es el llamado de “los límites” y que los sectores partidarios de la “mano dura” suelen acicatear con fines puramente represivos fomentando que se coagule en el imaginario colectivo como un tema omnipresente. Falta de límites en la casa, en la escuela, en las formas de diversión, en las formas impulsivas de las adicciones que hoy sobreabundan. Pero más allá de su uso mediático, el problema es central e ineludible. Plantea otra  paradoja (u otra versión de la misma) como la que supone que no tener límites impide cualquier acto libre, más aún, acentúa el desvalimiento original, pues el niño queda preso de una fuerza interna (los psicoanalistas solemos llamarla pulsional) que lo condena a la repetición permanente de  una dinámica propia que tiene ribetes mortíferos. La paradoja de la libertad, entonces, es que se construye desde un acto de coerción de esa fuerza primaria (lo que no querrá decir endógena) que se motoriza en los vínculos que el niño mantiene desde el mismo momento de su nacimiento, esos a los que en la cita anterior Freud alude cuando habla de la relación entre los berreos y el auxilio ajeno. El psicoanálisis la teoriza desde la necesidad de que esta esencial relación primaria con la madre (o quien esta función cumpla) sea acotada a través de la persona de un tercero (por lo general el padre, pero en tanto esto no se define a partir de un tipo de filiación sino por una función, no es obligatorio, aunque tampoco indiferente, que éste lo sea) que impide que la relación madre-niño caiga en un engolfamiento mortífero donde la alienación original vivificante se torne mortificante (aclaramos: lo mortífero alude a que no permite a la mente constituirse o desarrollarse). Desde esa perspectiva, un niño sin límites es un niño preso de la fuerza interna de una relación indiscriminada con la madre que por hacerlo objeto de su propio goce y poder coarta los espacios de construcción de autonomía, no ordena un espacio que paute lo que se puede y lo que no y, así, acrecienta su desvalimiento. Cuando la madre no es capaz (lo que implicará que ella misma no tiene un padre prohibidor incorporado en su propia mente) será el padre del niño (o quien esta función cumpla) quien deberá introducirse en esa relación que, si en un primer momento de la vida (esa de la madre arrobada que no ve niño más bello que el propio) fue esencial para su desarrollo (momento de esa alienación constituyente esencial y vivificante), al poco tiempo exige la aparición de otro deseable (persona o actividades) que impida que el niño perdure como fuente exclusiva y excluyente del deseo “egoísta” de aquella. Los psicoanalistas solemos decir que es necesario que una relación dual devenga triangular. Ese tercero (que podrá estar en la mente de la madre aunque viva sola con su niño) implanta un espacio con límites donde el sí y el no adquieren valor constitutivo.

Tras este largo rodeo, y volviendo a la cuestión de la ley, podremos decir que ese tercero- función padre- implanta  una ley: la que la teoría ha denominado de la prohibición del incesto, que implicará una doble prohibición explicitada en actos, no en edictos: hacia el niño, no gozarás del cuerpo de tu madre, y hacia la madre, no reintegrarás tu producto, que en los primeros tiempos evolutivos se expresará en la aparición de los primeros diques del asco y el pudor. Desde esta perspectiva, y retomando la paradoja original, la posibilidad futura de elecciones amorosas libres y placenteras, por tomar un ejemplo, estará constituida sobre la prohibición temprana e inaugural del contacto gozoso (sin entrar en detalles, digamos, apropiador) de los cuerpos (no hay en esto ninguna convocatoria pedagógica a la austeridad monacal en los contactos entre padres e hijos) que funcionará como ley de leyes. Megaley que impone que “las leyes se deben cumplir”. Ley sin explicación que se sostiene básicamente en un territorio de confianza y verdad al que luego aludiremos. 

El Derecho capta algo de este matiz inapelable cuando afirma que nadie puede alegar desconocer la ley en su defensa. Lo mismo sucede en el mito griego, en el que Edipo se reconoce  culpable más allá que desconociese que Layo fuera su padre y Yocasta su madre. En este sentido, podemos decir que la ley de leyes no ancla su fuerza en la conciencia de los sujetos sino que es inconsciente. Esta lógica, que he tratado de bosquejar sin que se pierdan sus aspectos esenciales, ha sido también fuente de muchos malos entendidos en la práctica clínica institucional y privada, sobre todo en situaciones con niños y adolescentes que transitan situaciones psíquicas graves, niños que, por lo general, no lo olvidemos porque es de nuestra especial incumbencia, se hallan aún más expuestos a las perdidas de sus derechos (Por supuesto, insisto, cuando decimos niños, decimos niños y sus familias o quienes asuman la crianza, en el sentido de ese lazo social particular que antes planteé). En tanto la teoría destaca esa megaley estructural, en el ámbito de los propios profesionales de la psicología (y me limito a los que se definen psicoanalistas) ocurre muchas veces que, enfrentados a las problemáticas de los niños llamados sin límites, confunden esa ley de leyes de la cultura con la ley como forma de regulación de las practicas de una comunidad, e imaginan que esa coerción debe provenir de la acción de una terceridad institucional. Así, apelar a los jueces (la tantas veces invocada protección de persona), o en su extremo, a instituciones con función correctiva, puede ser justificado como una búsqueda de esa Ley de leyes, pero  confundiéndola con las leyes mismas. Ahora bien, lo que complica el asunto es que a veces, muy de vez en cuando, esta perspectiva podrá ser cierta. Hay familias tan profundamente perturbadas que los intentos de ayudarlos a construir y crear otras modalidades de vínculo chocan contra barreras insalvables. Por supuesto, no me refiero a la infinidad de casos en los que esos vínculos están perturbados por condiciones materiales de vida que destruyen de modo continuo sus perspectivas subjetivas. En tales casos, poner a su disposición todos los recursos necesarios (no sólo los disponibles, siempre escasos) para la construcción de esos vínculos se convierte en la primera prioridad de un estado que se jacte de trabajar por el bien común y que quiera hacer honor a la Convención que ha firmado. Pero es cierto que hay familias con niveles de perturbación profundísimos, en las cuales, esas apelaciones a jueces o instituciones apropiadas (jamás sistemas asilares) puede resultar, en ocasiones, pertinente. El problema es que hoy en día, la impotencia que los profesionales sentimos ante el desamparo que los niños y las familias exhiben, sumados a la falta de sostenes institucionales públicos o privados básicos, es tan grande, que muchas veces terminamos amparándonos en la razón pseudopsicológica de la intervención de un tercero con función de ley para, más que proteger a los niños, protegernos a nosotros mismos de los embates dolorosos de la impotencia. Esto ocurre entre todos los agentes que intervienen en situaciones tan complicadas: las maestras derivan al psicólogo, el psicólogo al juez, el juez al médico, el médico al asesor, el asesor al psicólogo que, a su vez, propone … ¿por qué no consultar a la maestra o, mejor aún, al juez? Las situaciones queman como brasas ardientes y por lo general falta siguiera una miserable pinza para tratar de no quemarnos vivos. En este sentido, las consideraciones del Dr. Garrote en la propuesta que Silvia comentó, apuntan a cuestiones clínicas, en general, insoslayables (y en abstracto no objetables) que dependerán por completo de su manera de implementarse para que cumplan una función o estructurante o esclavizante. A mi entender, nada de lo que él propone es pasible de discusión clínica  si no se ponen en juego las condiciones ético-políticas de su realización. Lo cual suele suceder con cualquier respuesta técnica a problemas que involucran el sufrimiento humano.

Otro aspecto especialmente problemático es que, otras muchas veces, la teoría de la prohibición sirve para autorizar aquella perspectiva que, en un sentido muy general, al principio, llamé autoritaria. En su nombre se hacen intervenciones, en última instancia, sostenidas en la lógica judeo-cristiana del pecado. Más que la cuestión de esta aquí llamada  megaley lo que impera es una antiquísima teoría de la domesticación y el amaestramiento (sometimiento de los animales a sus amos, maestros). En lugar  del problema de lo que he venido llamando  “prohibición fundante” estará en juego la cuestión de una violencia idealizada desde hace siglos como un mal necesario pero inevitable. No en vano, la concepción del castigo como modo de aprendizaje de los sistemas de prohibición se transmite de padres a hijos, de generación en generación, de un modo por completo naturalizado. Lo que obliga a detenernos en qué queremos decir cuando hablamos de violencia. 

Es indudable que la violencia no es un concepto, define un campo tan amplio de problemas como los que van de la perspectiva vital de la violencia de un parto a la mortífera de la destrucción de toda una comunidad en nombre de perseguir a algún enemigo al que se le atribuyen cualidades satánicas. Decir violencia no significa nada. La violencia de la resistencia judía en el gueto de Varsovia está en las antípodas del exterminio masivo de palestinos en la franja de Gaza o en las tierras del Líbano. Su valor estará definido por las éticas de los sistemas sociales y será, como en el caso de la libertad un constructo social de cuño de época.

En el tema que nos ocupa, la violencia primaria que antes mencioné no tiene nada que ver con el aprovechamiento autoritario de una relación de fuerzas favorable. Que un padre, una madre, tutor o encargado ponga límites no querrá decir que ejerza la desproporcionada  acción de su fuerza sobre el niño (es dramático que el imaginario social imperante exija hacer explícitas cuestiones tan elementales, pero basta incursionar en el campo de los discursos sociales públicos o subterráneos para comprobar la vigencia de una pedagogía del castigo). Es comprobable que el uso abusivo de la fuerza, en todo caso provocará terror y sumisión, jamás una implantación normativa promotora de la libertad subjetiva de elección y responsabilidad. En la mente de un niño, lo que (siguiendo a P.Aulagnier) hemos llamado violencia primaria se sostendrá básicamente en un acto de amor. De allí esa referencia anterior a la confianza y la verdad sin las cuales éste no encuentra asidero. Si el niño obedece una orden, más allá que aquella le implique una violencia sobre su deseo de realizar tal o cual  acción, lo hará por sentir y compartir el amor de quien lo coarta. Claro que, es importante remarcarlo, sin que olvidemos que habrá siempre un resto inevitable de frustración y odio que quien tenga a su cargo la acción prohibitiva deberá soportar para que la confianza se sostenga, y que inevitablemente dejará un resto no integrado en el que anclan los (también) inevitables “malentendidos” que hacen de la neurosis un fenómeno humano universal. Poner límites no consiste en ser autoritarios consecuentes, sino en sujetos que buscan en la prohibición la autonomía del otro inerme ... inerme como nosotros mismos. Es una acción que exige el reconocimiento profundo de la alteridad del niño (el derecho a ser oído se debe sostener en ese plano) y no la sumisión de éste a los propios deseos de quien lo implementa con mayores o menores buenas intenciones (a veces forzando a un niño a hablar aunque no quiera hacerlo). Desde este punto de vista, las cuestiones que aquí planteo no se limitan a las relaciones paterno filiales sino que abarcan todo intento que se haga de fomentar lazos sociales comunitarios más vitales y creativos.

Estos problemas (y conste que digo problemas, porque la complejidad de las cuestiones impide hablar de temas resueltos de una vez y para siempre siguiendo prolijos catálogos estandarizados) son de enorme importancia en lo que se refiere al seguimiento de los derechos del niño. Así es, me parece que si entendemos a la Convención sólo como un conjunto ordenado de leyes siempre abiertos a correcciones jurídicas políticamente sustentadas, corremos el riesgo de perder la dimensión ética (que implicará una política) que la sustenta o que, al menos a mi entender, debería sustentarla, otorgándole mayor profundidad. En esa línea, a mi entender, la actividad de seguimiento de la Convención no puede plantearse únicamente como una cuestión de expertos conocedores de técnicas, leyes o de una pragmática de la política (seamos  psicoanalistas, abogados, trabajadores sociales, médicos, sociólogos, pedagogos, licenciados en ciencias políticas o de la comunicación, o cualquiera de los saberes que nos definen). Todos los días la Convención es mentada para quitarle al niño sus derechos (es decir expropiándolo también de la asunción responsable de sus deberes). En nombre de la Convención se les arrebatan niños a sus familias, se internan adolescentes en institutos ocultos tras nombres modernizados - llamar a una comunidad terapéutica “de alta seguridad” es un oximoron de los que las tierras riojanas parecen pródigas-, se le dan publicidad y presupuesto a hogares donde los niños son felizmente abusados y se les prohíbe abortar a niñas víctimas de violación. La discusión entre profesionales que, cada día más, salen de las facultades con saberes, en el mejor de los casos, de cuño tecnológico, puede hacer perder de vista qué tipo de mundo queremos para esta especie desvalida y orgullosa que somos.

En una novela de mi autoría, La memoria de Cyrano, un personaje se plantea la siguiente cuestión que me parece pertinente citar: “ Justamente fue el día del último encuentro cuando, entre tantas disquisiciones, el futuro difunto le había hablado acerca de un profesor de ingeniería en la Universidad de Tel-a-viv que para la promoción final les había pedido a sus alumnos un trabajo de investigación que los obligara aplicar todo lo que habían aprendido a lo largo de la carrera: Debían elaborar un sistema de tuberías que trasladase sangre humana desde Jerusalem a Arad a un ritmo constante de diez litros la hora.

Los alumnos se habían esmerado; hecho complicadas operaciones matemáticas; calculado las características técnicas y la potencia de los distintos motores que podrían hacer una tarea como ésa; pensado la resistencia de los materiales, el ancho de las tuberías, las peculiaridades de la geografía y el clima; estudiado formas de evitar la coagulación; todo aquello que un ingeniero debería tener en cuenta para hacer una obra como ésa. Habían trabajado con ahínco durante un mes y, finalmente, habían entregado sus proyectos diseñados con más o menos cuidado, con cifras mejor o peor calculadas, en prolijas carpetas o en voluminosos biblioratos. Luego de este laborioso esfuerzo, el profesor las había leído una por una con detenimiento, para, por último, en la clase prevista para informar los resultados, anunciarles que los había reprobado a todos; ninguno se había hecho la pregunta que a él le resultaba esencial: ¿cuál era el motivo para construir ese tan complejo como extravagante sistema circulatorio en las entrañas del desierto? ¿Para qué se les pedía hacer una obra de estas características? Todos habían demostrado ser unos técnicos excelentes, pero al mismo tiempo unos seres humanos demasiado peligrosos, capaces de usar sus exquisitos conocimientos al servicio de cualquier proyecto, despreocupados de su propósito o consecuencias últimas”. 

Desgraciadamente, es factible que hoy el profesor no plantearía tal objeción y los alumnos hubieran dado por obvia la respuesta.

Cada día más, las facultades producen técnicos y expertos, incluso en las llamadas ciencias sociales, y menos personas dispuestas al desafío del pensamiento. El positivismo cientificista de la universidad tercerizada pretende que el saber se autorice en doctorados y maestrías con función de ascenso social, proyecto que incluye la tendencia epistemológica a que los problemas de índole técnico se descontextualicen de sus implicancias humanas más profundas. En este sentido, trasmitir algo de la Convención implica, insisto, a mi entender, ser conscientes y compartir los problemas que para cada uno de nosotros la Convención supone. Si la entendemos como un cuerpo dogmático, repetiremos los preceptos como feligreses y no veremos, aunque estén en nuestras pupilas (mecanismo que los psicoanalistas llamamos desmentida), los inconvenientes, contradicciones, agujeros negros y limitaciones que encierra.

En este sentido, habiendo puesto la ética en el centro de cualquier posicionamiento que sobre la Convención tengamos, una pregunta me jaquea, una pregunta que supongo Bustelo compartiría: ¿en las condiciones de la sociedad capitalista, cuya ética última la impone la lógica del aumento de la tasa de ganancia, cómo se hace posible imponer el tema de los derechos de los niños en una dimensión que no sea puramente retórica si no discutimos al capitalismo mismo para el cual los niños son mercancías en sentido estricto, es decir: objetos del  consumo, objetos fuerza de trabajo cuasi esclavo u objetos de goce de quienes detentan el poder o de quienes sin detentarlo en un sentido general abrazan por instantes la ilusión de hacerlo en momentos de abuso del cuerpo o la mente de los más inermes? ¿Es compatible una ética de los derechos de los niños con la ética del capitalismo? ¿Qué prohibiciones deben regir la vida de los hombres para que los niños y la comunidad sin la cual la niñez se torna un puro recorte psico-biológico, sean libres (es decir, responsables) de decidir, incluso, cuándo quieren callar?  

Este texto surgió de una de nuestras reuniones en la que empezamos planteando la cuestión de la transmisión de la ley nacional. En aquel momento sostuve que transmitir implica compartir saberes e ignorancias. Es en este sentido que este texto busca, dentro de la formalización imprescindible para tratar de hacerlo inteligible, tensar problemas que están en la raíz de nuestro accionar. Ahora que estoy en el final del texto guardo aún más dudas que al comienzo de que lo escrito tenga algo que ver con el que haya sido el motivo que llevó a Irene a impulsarme a escribir. De cualquier manera, espero, al menos, que pueda ser un buen puntapié inicial para un intercambio más explícito y riguroso.

                                                             Oscar Sotolano

